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León, Guanajuato, a doce de febrero del año dos mil ocho. . . . . . . . . . . . 
V i s t o s  los autos del recurso de inconformidad, identificado con el número 309/2005, promovido por el ciudadano Marco Antonio Hurtado, en su carácter de apoderado de la persona moral denominada "Hurtados”, Sociedad Anónima de Capital Variable;  y, . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

C O N S I D E R A N D O :

SEGUNDO.- El recurso de inconformidad fue interpuesto oportunamente dentro de los diez días hábiles siguientes a la fecha en que la parte recurrente tuvo conocimiento del acto impugnado, atento a lo que establece la fracción I del artículo 29 del Reglamento de Justicia Administrativa Municipal de León, Guanajuato toda vez que manifiesta haber tenido conocimiento el día cuatro de noviembre del año dos mil cinco.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
TERCERO.- El acto impugnado se encuentra acreditado tanto con las copias al carbón como con el original del acta de inspección realizada el cuatro de noviembre del año dos mil cinco, en el establecimiento de la persona moral recurrente, en la que se llevó a cabo la clausura del área de cocción, dictada dentro del expediente administrativo número VO/097/2004; pruebas documentales ofrecidas por la parte recurrente y las autoridades demandadas respectivamente, que merecen pleno valor probatorio conforme a lo dispuesto en los artículos 132 y 207 del Código de Procedimientos Civiles para el Estado de Guanajuato, aplicado supletoriamente al Reglamento de Justicia Administrativa Municipal de León, Guanajuato, en cuanto a la valoración de las pruebas, según se dispone en el artículo 41 segundo párrafo del citado Reglamento, aunado a que hay un reconocimiento expreso del mismo por parte de las autoridades demandadas al contestar el recurso de inconformidad. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
CUARTO.- La personalidad con la que comparece el ciudadano Marco Antonio Hurtado, se encuentra debidamente acreditada mediante la documental consistente en la copia certificada de la Escritura Pública número 4,739 cuatro mil setecientos treinta y nueve, de fecha diez de enero de mil novecientos noventa y siete, otorgada ante la fe del Licenciado Luis Mónem Stéfano, titular de la Notaria Pública número 6 seis, en legal ejercicio en este Partido Judicial; que contiene el contrato de constitución de sociedad mercantil denominada “Hurtados”, Sociedad Anónima de Capital Variable, en la que consta en la Cláusula Quinta Transitoria que el recurrente tiene el carácter de Apoderado con todas las facultades que corresponden al Administrador Único, el cual cuenta con las facultades contenidas en la cláusula Vigésima Séptima de dicho contrato, para ejercer como apoderado para pleitos y cobranzas de la misma con todas las facultades generales y especiales que conforme a la ley requieran cláusula especial, sin limitación alguna . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Documental que en copia certificada por el Notario Público número 6 seis, constituye un documento público conforme lo establece el artículo 132 del Código de Procedimientos Civiles para el Estado de Guanajuato, por lo que merece pleno valor probatorio, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 207 del citado Código de Procedimientos Civiles, de aplicación supletoria al Reglamento de Justicia Administrativa Municipal de León, Guanajuato, según se dispone en el artículo 41 segundo párrafo del referido Reglamento, aunado que al no haber sido objetado en cuanto a su autenticidad, es suficiente para acreditar la personalidad con la que se comparece en el presente recurso. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

QUINTO.- Por cuestión de ORDEN PUBLICO y, por ende de estudio preferente, este Juzgador, sea que las partes las hagan valer o que de oficio se adviertan, procede al análisis de las causales de improcedencia y sobreseimiento previstas en los artículos 49 y 50 del Reglamento de Justicia Administrativa  Municipal de León, Guanajuato. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  

En la presente causa administrativa las autoridades demandadas no hicieron valer causales de improcedencia ni de sobreseimiento, y de oficio, no se advierte la actualización de alguna otra, que impida el estudio de fondo de la presente causa administrativa, por lo que se procede a analizar los agravios esgrimidos por la parte recurrente. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

SEXTO.- El acto impugnado en la presente causa administrativa lo constituye la clausura impuesta por los inspectores demandados, practicada en el área de cocción de sus instalaciones ubicadas en calle Pespuntadores número 301 de la colonia Industrial Abastos, en esta ciudad, en la que se colocaron sellos de clausura en los accesos a las ollas de cocción por los malos olores que tal proceso con la grasa animal generaba y que según lo señalan las autoridades demandadas, tales olores eran perceptibles hasta veinte metros de distancia. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Así en el primer motivo de inconformidad, señala la parte recurrente en síntesis, que tal acto viola en su perjuicio los artículos 5 de la Constitución General de la República, 1 y 2 de la Constitución Política del Estado, 4 de la Ley Orgánica Municipal del Estado de Guanajuato, 169 de la Ley para la Protección y Preservación del Ambiente del Estado de Guanajuato y 132 del Reglamento para el Control de la Calidad Ambiental de León, Guanajuato; ello en virtud de que la medida de seguridad consistente en clausura, fue impuesta porque se percibieron olores "desagradables" a criterio de los inspectores y porque no se presentó resolución de impacto ambiental, y refiere textualmente: "Sin embargo, ninguna de las dos circunstancias anteriores actualizan la hipótesis normativa prevista por la ley a efecto de aplicar la clausura como medida de seguridad.". . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Motivo de inconformidad que resulta fundado, en razón de que efectivamente como lo hace valer la parte actora, los inspectores demandados no impusieron la clausura como medida de seguridad  derivada de la actualización de cualquiera de los dos supuestos que señala el Reglamento Municipal para el Control de la Calidad Ambiental en León, Guanajuato, en su artículo 132, el cual refiere: . . . . 

"Artículo 132.- En ejercicio de las acciones de vigilancia, la Dirección por conducto del cuerpo de inspección autorizado, está facultada, en caso de riesgo inminente de desequilibrio ecológico o de daño al ambiente, para decretar a titulo de medida de seguridad, la retención de materiales o sustancias contaminantes, la clausura temporal, parcial o total de las fuentes contaminantes correspondientes, y promover ante la autoridad competente...”. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

De una correcta interpretación del dispositivo legal antes transcrito, se desprende que las facultades del cuerpo de inspección, entre las que se encuentra la clausura de las fuentes contaminantes, se puede ordenar, únicamente en caso de presentarse dos supuestos, el primero: Un riesgo inminente de desequilibrio ecológico y el segundo: Cuando se trate de un riesgo inminente de daño al ambiente, en donde por riesgo inminente se puede entender “aquel que resulte probable racionalmente que se materialice en un futuro inmediato.” Por lo que el cuerpo de inspección de la Dirección General de Protección al Ambiente y Desarrollo Sustentable debe, en un ejercicio correcto de sus funciones, justificar y motivar acerca del porqué se estima necesario llevar a cabo la clausura como una medida de seguridad y exponer, por lo menos, razonamientos del porqué se considera que existe un riesgo inminente de desequilibrio ecológico o de daño al ambiente, encuadrando el hecho a cualquiera de esos supuestos. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Contrario a lo anterior, en el caso concreto, los inspectores demandados que llevaron a cabo la visita de inspección y consecuentemente la clausura, refieren en el acta levantada el cuatro de noviembre del dos mil cinco, en la foja 3, lo siguiente: . . . 

"Por lo anterior no está cumpliendo con los artículos 29, 95 y 96 del Reglamento Municipal para el Control de la Calidad Ambiental en el Municipio de León, Guanajuato, por la emisiones a la atmósfera de olores generados por fuentes fijas y por no presentar autorizaciones en materia de impacto ambiental, se procede a la clausura del área de cocción...". . . . . . . . . . . . . . . . . 

Como puede advertirse de la transcripción de lo asentado en el acta respectiva, los inspectores actuantes no ejercieron la atribución contenida en el artículo 132 del Reglamento Municipal para el Control de la Calidad Ambiental en León, Guanajuato, por considerar que la cocción de grasa animal, proceso llevado a cabo en las instalaciones de la empresa visitada, causara un riesgo inminente de desequilibrio ecológico o daño al ambiente, sino por la emisión de olores desagradables que eran perceptibles a veinte metros de distancia y por no presentar autorización en materia de impacto ambiental, sin exponer motivación alguna acerca de si a su juicio, tales omisiones o faltas, provocaban ese riesgo inminente de desequilibrio o el daño al ambiente al que se refiere el citado artículo. . . . . . . . . . . . . .  

De lo anterior se colige que, los inspectores actuantes vulneran en perjuicio de la parte recurrente el artículo 132 del ya mencionado Reglamento para el Control de la Calidad Ambiental, al clausurar con sustento en el mismo, sin que a su vez se presenten o se justifiquen las causas del porqué la clausura era procedente, sino por otras razones, que no obstante sean ciertas o no, no pueden dar lugar a la aplicación de una medida que sólo puede darse bajo ciertos supuestos no acreditados o comprobados en el caso concreto, lo que conlleva a determinar que se vulnera el principio de legalidad, establecido en el artículo 4° de la Ley Orgánica Municipal para el Estado de Guanajuato, en el sentido de que: "la autoridad municipal únicamente puede hacer lo que la ley le concede...", siendo que los inspectores demandados no podían clausurar el área de cocción de grasa animal sin justificar o motivar razonadamente  por qué con ello se generaba un riesgo de desequilibrio ecológico o de daño al ambiente; razón por la que se concluye que la resolución combatida es ilegal., pues los motivos que adujeron para la imposición de la medida de seguridad consistente en la clausura del área de cocción de la empresa visitada, no encuadran en los supuestos previstos en tal precepto, amén de que no se expone argumento o razonamiento alguno en el sentido de justificar la aplicabilidad de la señalada disposición al caso concreto, lo que se traduce en una incorrecta aplicación de la norma, aunado a una indebida fundamentación y motivación de la clausura impuesta, pues al consistir la fundamentación en: la expresión  del precepto legal aplicable al caso concreto, señalando asimismo la fracción, inciso o párrafo en la que se encuentre contenida dicha norma; y la motivación en el razonamiento inherente a las circunstancias del hecho, contenidas en el texto del acto, para establecer la adecuación del caso a la hipótesis legal; no se ajustó la clausura impuesta a tales requerimientos legales, al aplicarse ese precepto habiéndose omitido señalar las razones por las que se estimaba procedente su actualización en el caso concreto . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 


Consecuentemente, las autoridades demandadas incurrieron en una indebida e insuficiente motivación al no justificar como es que la generación de olores desagradables y el no contar con autorización en materia de impacto ambiental sean causa de un riesgo inminente de desequilibrio ecológico o daño al ambiente, a que se refiere el citado artículo 132; de ahí que, al no ceñirse estrictamente a lo dispuesto en tal artículo, la clausura impugnada resulte ilegal y procedente declarar la nulidad total de la misma. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

De esta manera, al resultar fundado el primer agravio, al haberse dictado el acto impugnado en contravención a lo preceptuado en el artículo 132 del Reglamento Municipal para el Control de la Calidad Ambiental en León, Guanajuato, y encontrarse indebidamente fundada y motivada la imposición de la clausura, se actualizan las causas de ilegalidad previstas en el artículo 88 fracciones II y IV de la Ley de Justicia Administrativa Municipal para el Estado de Guanajuato, de aplicación supletoria al Reglamento de Justicia Administrativa Municipal de León, Guanajuato, atento a lo dispuesto en el artículo 209 de la Ley Orgánica Municipal para el Estado de Guanajuato y 63 del citado Reglamento; por lo que es procedente declarar la Nulidad Total de dicha resolución. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

SEPTIMO.- En virtud de que el primer agravio, resultó fundado y es suficiente para declarar la nulidad total del acto impugnado, resulta innecesario el estudio de los demás motivos de inconformidad esgrimidos por la parte recurrente, ya que su análisis no afectaría el sentido de esta resolución. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Sirve de apoyo a lo anterior la tesis de jurisprudencia que a la letra señala: . . . .

“CONCEPTOS DE VIOLACION. CUANDO SU ESTUDIO ES INNECESARIO. Si al considerarse fundado un concepto de violación ello trae como consecuencia la concesión del amparo, es innecesario analizar los restantes, ya que cualquiera que fuera el resultado de ese estudio, en nada variaría el sentido de la sentencia.” Segundo Tribunal Colegiado Del Quinto Circuito. No. Registro: 223,103. Jurisprudencia. Materia(s): Común. Octava Época. Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito. Fuente: Semanario Judicial de la Federación. I, Abril de 1991. Tesis: V.2o. J/7. Página: 86. Genealogía:  Gaceta número 40, Abril de 1991, página 125. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
OCTAVO.- Por otra parte, de las acciones intentadas por la recurrente se encuentra también la del reconocimiento del derecho que aduce contar para dedicarse a sus actividades sin sufrir la aplicación de la  medida de seguridad impuesta. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  

Así las cosas, habiendo procedido la de nulidad, que constituye la acción principal, entonces resulta oportuno entrar al estudio de la acción mencionada, la cual a consideración de este Juzgador, resulta procedente en el presente caso reconocer el derecho de la parte recurrente, en virtud de que al declararse la nulidad total de la medida de seguridad consistente en la clausura impuesta en la visita de inspección practicada, el cuatro de noviembre del año dos mil cinco, acarrea como consecuencia natural que la recurrente puede dedicarse a las actividades propias de su giro sin sufrir la aplicación de dicha medida; ello, única y exclusivamente, respecto de la medida de seguridad impuesta por los inspectores demandados con motivo de la visita antes mencionada y que deriva de la orden de inspección número 333/2005, dictada con fecha cinco de octubre del año dos mil cinco, por el Director General de Protección al Ambiente y Desarrollo Sustentable. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
NOVENO.-  De lo solicitado por la parte recurrente, se encuentra también lo referente a la indemnización de daños y perjuicios ocasionados por la clausura sufrida; siendo preciso destacar que tal pretensión no se desprende automáticamente al proceder la nulidad del acto impugnado, sino que, no obstante ser una acción accesoria de la de nulidad, también se trata de una acción que debe acreditarse independientemente de aquella, por lo que para su procedencia debe fehacientemente acreditarse que en efecto hubo daños y perjuicios, además del monto correspondiente. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Una vez precisado lo anterior, a juicio de este Resolutor, no ha lugar a condenar, en virtud de que la parte recurrente no demostró que se hayan generado tales daños y perjuicios, ni es posible, en el presente asunto, determinar y fijar un monto a pagar por el concepto de daños y perjuicios, en base a lo siguiente: . . . . . . . . 

Quien resuelve considera que para que prospere la acción tendiente al pago de los daños y perjuicios a que se refiere la fracción III del artículo 56 de la Ley de Justicia Administrativa del Estado de Guanajuato, no basta con exigirlo, sino que además, deben ser consecuencia inmediata y directa de la declaratoria de nulidad de un acto o resolución impugnada, también es necesario demostrar en primer lugar, un vínculo lógico–jurídico con el acto impugnado y, en segundo lugar, la existencia de esos daños y perjuicios, en donde se indique claramente cuál es la pérdida o menoscabo sufrido en el patrimonio y cuál es la privación de la ganancia lícita que debió haberse obtenido, entendiéndose por daño, en un  sentido jurídico,  como el mal que se causa a una persona o cosa y, por perjuicio, la pérdida de utilidad o de ganancia, cierta y positiva, que por la acción de alguien, ha dejado de obtenerse. . . . . 

Luego entonces, para que procediera la indemnización por daños y perjuicios, en la presente causa administrativa, debió aportarse prueba idónea para demostrar que de no haberse clausurado el área de cocción de las instalaciones de la impetrante del recurso, no se le hubieran causado daños y, en consecuencia, hubiera ingresado a su patrimonio determinada prestación de carácter pecuniario o susceptible de valuarse en dinero y así obtener una ganancia lícita, toda vez que entre los daños y perjuicios existe vinculación, porque éstos son consecuencia inmediata y directa del daño causado, de ahí que es necesario que se pruebe durante el procedimiento la existencia del daño para que proceda la condena. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

Ahora bien, en el presente recurso, la parte recurrente en su escrito inicial estableció que los daños y perjuicios ascendían aproximadamente a $9,000.00 (Nueve mil pesos 00/100 Moneda Nacional) diarios y, a efecto de demostrar lo anterior, ofreció la prueba pericial contable para la determinación del monto de dichos daños y perjuicios, prueba pericial que quedó a cargo del Contador Público Hugo Lugo Tovar, cuyo dictamen obra en fojas de la 177 ciento setenta y siete a la 197 ciento noventa y siete del presente expediente. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

No obstante que en el dictamen se hace referencia a una cantidad diaria por concepto de daños y otra cantidad con motivo de perjuicios, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 216 del Código de Procedimientos Civiles para el Estado de Guanajuato, a dicho dictamen, este Juzgador no le concede valor probatorio alguno, toda vez que del mismo no queda fehacientemente demostrado que los gastos que se pretenden comprobar con los recibos, notas y facturas así como diversas relaciones y listados anexados al dictamen, constituyan un daño como consecuencia de la clausura impuesta por las autoridades demandadas, dado que no se exhibe ningún documento del que derive, entre otras, la obligación de la parte recurrente de acopiar y comprar materiales; para que incluso tuviese que adquirir combustible y lubricantes a vehículos y darle mantenimiento a dichos vehículos y a las instalaciones, sin que con ello se pruebe debidamente el nexo causal de que, entre la clausura sufrida y los supuestos gastos erogados, se constituya un daño, amén de que el Contador Público Hugo Lugo Tovar no indica como y de donde obtuvo la información que sirvió de base para emitir su dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

Esto es, la prueba pericial contable ofrecida por la parte recurrente no es idónea para demostrar que en el caso concreto sea procedente la indemnización por  daños y perjuicios, sino que únicamente dicha probanza tuvo por objeto determinar unos montos de esos supuestos daños y perjuicios, sin que antes se hubiera demostrado efectivamente que los hubo; sin que ello se advierta de la probanza en comento; pues la misma únicamente tuvo el objeto de determinar un monto, pero no se ofreció prueba alguna para demostrar ese aspecto sustancial de la existencia de un vínculo lógico–jurídico entre el acto impugnado y los daños y perjuicios, sin que la fijación de unas cantidades sea suficiente para ello. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Es por lo anterior que no ha lugar a la indemnización por daños y mucho menos por perjuicios, pues como ya se dijo en líneas anteriores, estos son consecuencia inmediata del daño o daños, los cuales no fueron debidamente probados. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Tocante a los otros dos dictámenes que obran en autos, suscritos por los Contadores Públicos Maria Candida Pérez Espinoza y Alejandro Mena Ramírez, peritos de la autoridad demandada, la primera y tercero en discordia, el segundo mencionado, tampoco es dable otorgarles valor probatorio alguno, ya que en ambos se aduce que, ante la falta de documentación, no es posible determinar los daños y perjuicios. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .   

Por lo expuesto, y con fundamento además en lo dispuesto en los artículos 209 y 213 fracción II  de la Ley Orgánica Municipal para el Estado de Guanajuato; 88 fracciones II y IV de la Ley de Justicia Administrativa del Estado de Guanajuato; y, 47 y  48, fracción II, del Reglamento de Justicia Administrativa Municipal de León, Guanajuato, es de resolverse y se . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

R E S U E L V E :

SEGUNDO.- Procedió el recurso de inconformidad interpuesto. . . . . . . . . . . 

TERCERO.- Se declara la NULIDAD TOTAL de la clausura del área de cocción del establecimiento propiedad de la recurrente, dictada el cuatro de noviembre del año dos mil cinco, en la visita de inspección practicada por los inspectores demandados; lo anterior en base a las consideraciones lógicas y jurídicas expresadas en el Considerando Sexto de la presente resolución. . . . . . . . . . . . . . . . . . . 


CUARTO.- Ha lugar al RECONOCIMIENTO DEL DERECHO del actor conforme y en los términos de lo manifestado en el Considerando Octavo de este fallo. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

QUINTO.-  No ha lugar al pago de la indemnización por concepto de daños y perjuicios solicitada por el recurrente, atento a lo expresado y razonado en el Considerando Noveno de este veredicto. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Notifíquese a la autoridad demandada por oficio y a la parte recurrente personalmente. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 


En su oportunidad, archívese este expediente, como asunto totalmente concluido y dése de baja en el Libro de Registros que se lleva para tal efecto. . . . . . . . 
Así lo resolvió y firma el Licenciado Ernesto Alejandro Mora Álvarez, Juez Segundo Administrativo Municipal de León, Guanajuato, quien actúa asistido en forma legal con Secretaria, la Licenciada María del Rocío Villanueva Sánchez, quien da fe. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

